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ARTÍCULOS DE LA LEY 1/2000, DE 7 DE ENERO, DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 
QUE MENCIONAN LA MEDIACIÓN EN SU TEXTO 

(Última actualización: Abril de 2018) 

Artículo 19. Derecho de disposición de los litigantes. Transacción y suspensión. 

1. Los litigantes están facultados para disponer del objeto del juicio y podrán 
renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a arbitraje y transigir 
sobre lo que sea objeto del mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o establezca 
limitaciones por razones de interés general o en beneficio de tercero. 

2. Si las partes pretendieran una transacción judicial y el acuerdo o convenio que 
alcanzaren fuere conforme a lo previsto en el apartado anterior, será homologado por el 
tribunal que esté conociendo del litigio al que se pretenda poner fin. 

3. Los actos a que se refieren los apartados anteriores podrán realizarse, según su 
naturaleza, en cualquier momento de la primera instancia o de los recursos o de la 
ejecución de sentencia. 

4. Asimismo, las partes podrán solicitar la suspensión del proceso, que será 
acordada por el Secretario judicial mediante decreto siempre que no perjudique al 
interés general o a tercero y que el plazo de la suspensión no supere los sesenta días. 

Artículo 39. Apreciación de la falta de competencia internacional o de 
jurisdicción a instancia de parte. 

El demandado podrá denunciar mediante declinatoria la falta de competencia 
internacional o la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden 
jurisdiccional o por haberse sometido a arbitraje o mediación la controversia. 

Artículo 63. Contenido de la declinatoria, legitimación para proponerla y 
tribunal competente para conocer de ella. 

1. Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima en el 
juicio promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que se ha 
interpuesto la demanda, por corresponder el conocimiento de ésta a tribunales 
extranjeros, a órganos de otro orden jurisdiccional, a árbitros o a mediadores, excepto 
en los supuestos en que exista un pacto previo entre un consumidor y un empresario de 
someterse a un procedimiento de resolución alternativa de litigios de consumo y el 
consumidor sea el demandante. 

También se propondrá declinatoria para denunciar la falta de competencia de todo 
tipo. Si la declinatoria se fundare en la falta de competencia territorial, habrá de indicar 
el tribunal al que, por considerarse territorialmente competente, habrían de remitirse las 
actuaciones. 

2. La declinatoria se propondrá ante el mismo tribunal que esté conociendo del 
pleito y al que se considere carente de jurisdicción o de competencia. No obstante, la 
declinatoria podrá presentarse también ante el tribunal del domicilio del demandado, 
que la hará llegar por el medio de comunicación más rápido posible al tribunal ante el 
que se hubiera presentado la demanda, sin perjuicio de remitírsela por oficio al día 
siguiente de su presentación. 

Artículo 65. Tramitación y decisión de la declinatoria. 

1. Al escrito de declinatoria habrán de acompañarse los documentos o principios de 
prueba en que se funde, con copias en número igual al de los restantes litigantes, que 
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dispondrán de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la declinatoria, 
para alegar y aportar lo que consideren conveniente para sostener la jurisdicción o la 
competencia del tribunal, que decidirá la cuestión dentro del quinto día siguiente. 

Si la declinatoria fuese relativa a la falta de competencia territorial, el actor, al 
impugnarla, podrá también alegar la falta de competencia territorial del tribunal en 
favor del cual se pretendiese declinar el conocimiento del asunto. 

2. Si el tribunal entendiese que carece de jurisdicción por corresponder el 
conocimiento del asunto a los tribunales de otro Estado, lo declarará así mediante auto, 
absteniéndose de conocer y sobreseyendo el proceso. 

Del mismo modo procederá el tribunal si estimase la declinatoria fundada en 
haberse sometido el asunto a arbitraje o a mediación. 

3. Si el tribunal considera que carece de jurisdicción por corresponder el asunto de 
que se trate a los tribunales de otro orden jurisdiccional, en el auto en el que se 
abstenga de conocer señalará a las partes ante qué órganos han de usar de su derecho. 
Igual resolución se dictará cuando el tribunal entienda que carece de competencia 
objetiva. 

4. Si se hubiere interpuesto declinatoria relativa a la competencia territorial y ésta 
no viniere determinada por reglas imperativas, el tribunal, para estimarla, habrá de 
considerar competente al órgano señalado por el promotor de la declinatoria. 

5. El tribunal, al estimar la declinatoria relativa a la competencia territorial, se 
inhibirá en favor del órgano al que corresponda la competencia y acordará remitirle los 
autos con emplazamiento de las partes para que comparezcan ante él en el plazo de 
diez días. 

Artículo 66. Recursos en materia de competencia internacional, jurisdicción, 
sumisión a arbitraje o mediación y competencia objetiva. 

1. Contra el auto absteniéndose de conocer por falta de competencia internacional, 
por pertenecer el asunto a tribunal de otro orden jurisdiccional, por haberse sometido el 
asunto a arbitraje o a mediación o por falta de competencia objetiva, cabrá recurso de 
apelación. 

2. Contra el auto por el que se rechace la falta de competencia internacional, de 
jurisdicción o de competencia objetiva, sólo cabrá recurso de reposición, sin perjuicio de 
alegar la falta de esos presupuestos procesales en la apelación contra la sentencia 
definitiva. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación cuando el auto 
rechace la sumisión del asunto a arbitraje o a mediación. 

Artículo 206. Clases de resoluciones (Extracto). 

1. Son resoluciones judiciales las providencias, autos y sentencias dictadas por los 
jueces y Tribunales. 

En los procesos de declaración, cuando la ley no exprese la clase de resolución 
judicial que haya de emplearse, se observarán las siguientes reglas: 

1.ª Se dictará providencia cuando la resolución se refiera a cuestiones procesales 
que requieran una decisión judicial por así establecerlo la ley, siempre que en tales 
casos no exigiera expresamente la forma de auto. 

2.ª Se dictarán autos cuando se decidan recursos contra providencias o decretos, 
cuando se resuelva sobre admisión o inadmisión de demanda, reconvención, 
acumulación de acciones, admisión o inadmisión de la prueba, aprobación judicial de 
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transacciones, acuerdos de mediación y convenios, medidas cautelares y nulidad o 
validez de las actuaciones. 

También revestirán la forma de auto las resoluciones que versen sobre presupuestos 
procesales, anotaciones e inscripciones registrales y cuestiones incidentales, tengan o 
no señalada en esta Ley tramitación especial, siempre que en tales casos la ley exigiera 
decisión del Tribunal, así como las que pongan fin a las actuaciones de una instancia o 
recurso antes de que concluya su tramitación ordinaria, salvo que, respecto de estas 
últimas, la ley hubiera dispuesto que deban finalizar por decreto. 

3.ª Se dictará sentencia para poner fin al proceso, en primera o segunda instancia, 
una vez que haya concluido su tramitación ordinaria prevista en la ley. También se 
resolverán mediante sentencia los recursos extraordinarios y los procedimientos para la 
revisión de sentencias firmes. 

Artículo 335. Objeto y finalidad del dictamen de peritos. Juramento o promesa 
de actuar con objetividad. 

1. Cuando sean necesarios conocimientos científicos, artísticos, técnicos o prácticos 
para valorar hechos o circunstancias relevantes en el asunto o adquirir certeza sobre 
ellos, las partes podrán aportar al proceso el dictamen de peritos que posean los 
conocimientos correspondientes o solicitar, en los casos previstos en esta ley, que se 
emita dictamen por perito designado por el tribunal. 

2. Al emitir el dictamen, todo perito deberá manifestar, bajo juramento o promesa 
de decir verdad, que ha actuado y, en su caso, actuará con la mayor objetividad 
posible, tomando en consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea 
susceptible de causar perjuicio a cualquiera de las partes, y que conoce las sanciones 
penales en las que podría incurrir si incumpliere su deber como perito. 

3. Salvo acuerdo en contrario de las partes, no se podrá solicitar dictamen a un 
perito que hubiera intervenido en una mediación o arbitraje relacionados con el mismo 
asunto. 

Artículo 347. Posible actuación de los peritos en el juicio o en la vista. 

1. Los peritos tendrán en el juicio o en la vista la intervención solicitada por las 
partes, que el tribunal admita. 

El tribunal sólo denegará las solicitudes de intervención que, por su finalidad y 
contenido, hayan de estimarse impertinentes o inútiles, o cuando existiera un deber de 
confidencialidad derivado de la intervención del perito en un procedimiento de 
mediación anterior entre las partes. 

En especial, las partes y sus defensores podrán pedir: 

1.º Exposición completa del dictamen, cuando esa exposición requiera la realización 
de otras operaciones, complementarias del escrito aportado, mediante el empleo de los 
documentos, materiales y otros elementos a que se refiere el apartado 2 del artículo 
336. 

2.º Explicación del dictamen o de alguno o algunos de sus puntos, cuyo significado 
no se considerase suficientemente expresivo a los efectos de la prueba. 

3.º Respuestas a preguntas y objeciones, sobre método, premisas, conclusiones y 
otros aspectos del dictamen. 

4.º Respuestas a solicitudes de ampliación del dictamen a otros puntos conexos, por 
si pudiera llevarse a cabo en el mismo acto y a efectos, en cualquier caso, de conocer la 
opinión del perito sobre la posibilidad y utilidad de la ampliación, así como del plazo 
necesario para llevarla a cabo. 

5.º Crítica del dictamen de que se trate por el perito de la parte contraria. 
6.º Formulación de las tachas que pudieren afectar al perito. 
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2. El tribunal podrá también formular preguntas a los peritos y requerir de ellos 
explicaciones sobre lo que sea objeto del dictamen aportado, pero sin poder acordar, de 
oficio, que se amplíe, salvo que se trate de peritos designados de oficio conforme a lo 
dispuesto en el apartado 5 del artículo 339. 

Artículo 395. Condena en costas en caso de allanamiento. 

1. Si el demandado se allanare a la demanda antes de contestarla, no procederá la 
imposición de costas salvo que el tribunal, razonándolo debidamente, aprecie mala fe en 
el demandado. 

Se entenderá que, en todo caso, existe mala fe, si antes de presentada la demanda 
se hubiese formulado al demandado requerimiento fehaciente y justificado de pago, o si 
se hubiera iniciado procedimiento de mediación o dirigido contra él solicitud de 
conciliación. 

2. Si el allanamiento se produjere tras la contestación a la demanda, se aplicará el 
apartado 1 del artículo anterior. 

Artículo 414. Finalidad, momento procesal y sujetos intervinientes en la 
audiencia. 

1. Una vez contestada la demanda y, en su caso, la reconvención, o transcurridos 
los plazos correspondientes, el Secretario judicial, dentro del tercer día, convocará a las 
partes a una audiencia, que habrá de celebrarse en el plazo de veinte días desde la 
convocatoria. 

En esta convocatoria, si no se hubiera realizado antes, se informará a las partes de 
la posibilidad de recurrir a una negociación para intentar solucionar el conflicto, incluido 
el recurso a una mediación, en cuyo caso éstas indicarán en la audiencia su decisión al 
respecto y las razones de la misma. 

La audiencia se llevará a cabo, conforme a lo establecido en los artículos siguientes, 
para intentar un acuerdo o transacción de las partes que ponga fin al proceso, examinar 
las cuestiones procesales que pudieran obstar a la prosecución de éste y a su 
terminación mediante sentencia sobre su objeto, fijar con precisión dicho objeto y los 
extremos, de hecho o de derecho, sobre los que exista controversia entre las partes y, 
en su caso, proponer y admitir la prueba. 

En atención al objeto del proceso, el tribunal podrá invitar a las partes a que 
intenten un acuerdo que ponga fin al proceso, en su caso a través de un procedimiento 
de mediación, instándolas a que asistan a una sesión informativa. 

2. Las partes habrán de comparecer en la audiencia asistidas de abogado. 

Al efecto del intento de arreglo o transacción, cuando las partes no concurrieren 
personalmente sino a través de su procurador, habrán de otorgar a éste poder para 
renunciar, allanarse o transigir. Si no concurrieren personalmente ni otorgaren aquel 
poder, se les tendrá por no comparecidos a la audiencia. 

3. Si no compareciere a la audiencia ninguna de las partes, se levantará acta 
haciéndolo constar y el tribunal, sin más trámites, dictará auto de sobreseimiento del 
proceso, ordenando el archivo de las actuaciones. 

También se sobreseerá el proceso si a la audiencia sólo concurriere el demandado y 
no alegare interés legítimo en que continúe el procedimiento para que se dicte 
sentencia sobre el fondo. Si fuere el demandado quien no concurriere, la audiencia se 
entenderá con el actor en lo que resultare procedente. 

4. Cuando faltare a la audiencia el abogado del demandante, se sobreseerá el 
proceso, salvo que el demandado alegare interés legítimo en la continuación del 
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procedimiento para que se dicte sentencia sobre el fondo. Si faltare el abogado del 
demandado, la audiencia se seguirá con el demandante en lo que resultare procedente. 

Artículo 415. Intento de conciliación o transacción. Sobreseimiento por 
desistimiento bilateral. Homologación y eficacia del acuerdo. 

1. Comparecidas las partes, el tribunal declarará abierto el acto y comprobará si 
subsiste el litigio entre ellas. 

Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a concluirlo 
de inmediato, podrán desistir del proceso o solicitar del tribunal que homologue lo 
acordado. 

Las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el apartado 4 del artículo 19, para someterse a 
mediación. 

En este caso, el tribunal examinará previamente la concurrencia de los requisitos de 
capacidad jurídica y poder de disposición de las partes o de sus representantes 
debidamente acreditados, que asistan al acto. 

2. El acuerdo homologado judicialmente surtirá los efectos atribuidos por la ley a la 
transacción judicial y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos para la ejecución 
de sentencias y convenios judicialmente aprobados. Dicho acuerdo podrá impugnarse 
por las causas y en la forma que se prevén para la transacción judicial. 

3. Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo o no se mostrasen dispuestas a 
concluirlo de inmediato, la audiencia continuará según lo previsto en los artículos 
siguientes. 

Cuando se hubiera suspendido el proceso para acudir a mediación, terminada la 
misma, cualquiera de las partes podrá solicitar que se alce la suspensión y se señale 
fecha para la continuación de la audiencia. 

Artículo 440. Citación para la vista (Extracto). 

1. Contestada la demanda y, en su caso, la reconvención o el crédito compensable, 
o transcurridos los plazos correspondientes, el secretario judicial, cuando haya de 
celebrarse vista de acuerdo con lo expresado en el artículo 438, citará a las partes a tal 
fin dentro de los cinco días siguientes. La vista habrá de tener lugar dentro del plazo 
máximo de un mes. 

En la citación se fijará el día y hora en el que haya de celebrarse la vista, y se 
informará a las partes de la posibilidad de recurrir a una negociación para intentar 
solucionar el conflicto, incluido el recurso a una mediación, en cuyo caso éstas 
indicarán en la vista su decisión al respecto y las razones de la misma. 

En la citación se hará constar que la vista no se suspenderá por inasistencia del 
demandado y se advertirá a los litigantes que han de concurrir con los medios de 
prueba de que intenten valerse, con la prevención de que si no asistieren y se 
propusiere y admitiere su declaración, podrán considerarse admitidos los hechos del 
interrogatorio conforme a lo dispuesto en el artículo 304. Asimismo, se prevendrá al 
demandante y demandado de lo dispuesto en el artículo 442, para el caso de que no 
comparecieren a la vista. 

Artículo 443. Desarrollo de la vista. 

1. Comparecidas las partes, el tribunal declarará abierto el acto y comprobará si 
subsiste el litigio entre ellas. 
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Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a concluirlo 
de inmediato, podrán desistir del proceso o solicitar del tribunal que homologue lo 
acordado. El acuerdo homologado judicialmente surtirá los efectos atribuidos por la ley 
a la transacción judicial y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos para la 
ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados. Dicho acuerdo podrá 
impugnarse por las causas y en la forma que se prevén para la transacción judicial. 

Las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el apartado 4 del artículo 19, para someterse a 
mediación. En este caso, el tribunal examinará previamente la concurrencia de los 
requisitos de capacidad jurídica y poder de disposición de las partes o de sus 
representantes debidamente acreditados, que asistan al acto. 

Cuando se hubiera suspendido el proceso para acudir a mediación, terminada la 
misma sin acuerdo, cualquiera de las partes podrá solicitar que se alce la suspensión y 
se señale fecha para la continuación de la vista. En el caso de haberse alcanzado en la 
mediación acuerdo entre las partes, éstas deberán comunicarlo al tribunal para que 
decrete el archivo del procedimiento, sin perjuicio de solicitar previamente su 
homologación judicial. 

2. Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo o no se mostrasen dispuestas a 
concluirlo de inmediato, el tribunal resolverá sobre las circunstancias que puedan 
impedir la válida prosecución y término del proceso mediante sentencia sobre el fondo 
de acuerdo con los artículos 416 y siguientes. 

3. Si no se hubieran suscitado las cuestiones procesales a que se refieren los 
apartados anteriores o si, formuladas, se resolviese por el tribunal la continuación del 
acto, se dará la palabra a las partes para realizar aclaraciones y fijar los hechos sobre 
los que exista contradicción. Si no hubiere conformidad sobre todos ellos, se propondrán 
las pruebas y se practicarán seguidamente las que resulten admitidas. 

La proposición de prueba de las partes podrá completarse con arreglo a lo dispuesto 
en el apartado 1 del artículo 429. 

Artículo 517. Acción ejecutiva. Títulos ejecutivos. 

1. La acción ejecutiva deberá fundarse en un título que tenga aparejada ejecución. 

2. Sólo tendrán aparejada ejecución los siguientes títulos: 

1.º La sentencia de condena firme. 

2.º Los laudos o resoluciones arbitrales y los acuerdos de mediación, debiendo 
estos últimos haber sido elevados a escritura pública de acuerdo con la Ley de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles. 

3.º Las resoluciones judiciales que aprueben u homologuen transacciones judiciales 
y acuerdos logrados en el proceso, acompañadas, si fuere necesario para constancia de 
su concreto contenido, de los correspondientes testimonios de las actuaciones. 

4.º Las escrituras públicas, con tal que sea primera copia ; o si es segunda que esté 
dada en virtud de mandamiento judicial y con citación de la persona a quien deba 
perjudicar, o de su causante, o que se expida con la conformidad de todas las partes. 

5.º Las pólizas de contratos mercantiles firmadas por las partes y por corredor de 
comercio colegiado que las intervenga, con tal que se acompañe certificación en la que 
dicho corredor acredite la conformidad de la póliza con los asientos de su libro registro y 
la fecha de éstos. 

6.º Los títulos al portador o nominativos, legítimamente emitidos, que representen 
obligaciones vencidas y los cupones, también vencidos, de dichos títulos, siempre que 
los cupones confronten con los títulos y éstos, en todo caso, con los libros talonarios. 
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La protesta de falsedad del título formulada en el acto de la confrontación no 
impedirá, si ésta resulta conforme, que se despache la ejecución, sin perjuicio de la 
posterior oposición a la ejecución que pueda formular el deudor alegando falsedad en el 
título. 

7.º Los certificados no caducados expedidos por las entidades encargadas de los 
registros contables respecto de los valores representados mediante anotaciones en 
cuenta a los que se refiere la Ley del Mercado de Valores, siempre que se acompañe 
copia de la escritura pública de representación de los valores o, en su caso, de la 
emisión, cuando tal escritura sea necesaria, conforme a la legislación vigente. 

Instada y despachada la ejecución, no caducarán los certificados a que se refiere el 
párrafo anterior. 

8.° El auto que establezca la cantidad máxima reclamable en concepto de 
indemnización, dictado en los supuestos previstos por la ley en procesos penales 
incoados por hechos cubiertos por el Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil 
derivada del uso y circulación de vehículos de motor. 

9.º Las demás resoluciones procesales y documentos que, por disposición de esta u 
otra ley, lleven aparejada ejecución. 

Artículo 518. Caducidad de la acción ejecutiva fundada en sentencia judicial, o 
resolución arbitral o acuerdo de mediación. 

La acción ejecutiva fundada en sentencia, en resolución del tribunal o del secretario 
judicial que apruebe una transacción judicial o un acuerdo alcanzado en el proceso, en 
resolución arbitral o en acuerdo de mediación caducará si no se interpone la 
correspondiente demanda ejecutiva dentro de los cinco años siguientes a la firmeza de 
la sentencia o resolución. 

Artículo 539. Representación y defensa. Costas y gastos de la ejecución. 

1. El ejecutante y el ejecutado deberán estar dirigidos por letrado y representados 
por procurador, salvo que se trate de la ejecución de resoluciones dictadas en procesos 
en que no sea preceptiva la intervención de dichos profesionales. 

Para la ejecución derivada de procesos monitorios en que no haya habido oposición, 
se requerirá la intervención de abogado y procurador siempre que la cantidad por la que 
se despache ejecución sea superior a 2.000 euros. 

Para la ejecución derivada de un acuerdo de mediación o un laudo arbitral se 
requerirá la intervención de abogado y procurador siempre que la cantidad por la que se 
despache ejecución sea superior a 2.000 euros. 

2. En las actuaciones del proceso de ejecución para las que esta ley prevea 
expresamente pronunciamiento sobre costas, las partes deberán satisfacer los gastos y 
costas que les correspondan conforme a lo previsto en el artículo 241 de esta ley, sin 
perjuicio de los reembolsos que procedan tras la decisión del Tribunal o, en su caso, del 
Secretario judicial sobre las costas. 

Las costas del proceso de ejecución no comprendidas en el párrafo anterior serán a 
cargo del ejecutado sin necesidad de expresa imposición, pero, hasta su liquidación, el 
ejecutante deberá satisfacer los gastos y costas que se vayan produciendo, salvo los 
que correspondan a actuaciones que se realicen a instancia del ejecutado o de otros 
sujetos, que deberán ser pagados por quien haya solicitado la actuación de que se trate. 

Artículo 545. Tribunal competente. Forma de las resoluciones en la ejecución 
forzosa. (Extracto) 
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1. Si el título ejecutivo consistiera en resoluciones judiciales, resoluciones dictadas 
por Secretarios Judiciales a las que esta ley reconozca carácter de título ejecutivo o 
transacciones y acuerdos judicialmente homologados o aprobados, será competente 
para dictar el auto que contenga la orden general de ejecución y despacho de la misma 
el Tribunal que conoció del asunto en primera instancia o en el que se homologó o 
aprobó la transacción o acuerdo. 

2. Cuando el título sea un laudo arbitral o un acuerdo de mediación, será 
competente para denegar o autorizar la ejecución y el correspondiente despacho el 
Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se haya dictado el laudo o se hubiera 
firmado el acuerdo de mediación. 

Artículo 548. Plazo de espera de la ejecución de resoluciones procesales o 
arbitrales o de acuerdos de mediación. 

No se despachará ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de acuerdos 
de mediación, dentro de los veinte días posteriores a aquel en que la resolución de 
condena sea firme, o la resolución de aprobación del convenio o de firma del acuerdo 
haya sido notificada al ejecutado. 

Artículo 550. Documentos que han de acompañar a la demanda ejecutiva. 

1. A la demanda ejecutiva se acompañarán: 

1.º El título ejecutivo, salvo que la ejecución se funde en sentencia, decreto, 
acuerdo o transacción que conste en los autos. 

Cuando el título sea un laudo, se acompañarán, además, el convenio arbitral y los 
documentos acreditativos de la notificación de aquél a las partes. 

Cuando el título sea un acuerdo de mediación elevado a escritura pública, se 
acompañará, además, copia de las actas de la sesión constitutiva y final del 
procedimiento. 

2.º El poder otorgado a procurador, siempre que la representación no se confiera 
"apud acta" o no conste ya en las actuaciones, cuando se pidiere la ejecución de 
sentencias, transacciones o acuerdos aprobados judicialmente. 

3.º Los documentos que acrediten los precios o cotizaciones aplicados para el 
cómputo en dinero de deudas no dinerarias, cuando no se trate de datos oficiales o de 
público conocimiento. 

4.º Los demás documentos que la ley exija para el despacho de la ejecución. 

2. También podrán acompañarse a la demanda ejecutiva cuantos documentos 
considere el ejecutante útiles o convenientes para el mejor desarrollo de la ejecución y 
contengan datos de interés para despacharla. 

Artículo 556. Oposición a la ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o 
de los acuerdos de mediación. 

1. Si el título ejecutivo fuera una resolución procesal o arbitral de condena o un 
acuerdo de mediación, el ejecutado, dentro de los diez días siguientes a la 
notificación del auto en que se despache ejecución, podrá oponerse a ella por escrito 
alegando el pago o cumplimiento de lo ordenado en la sentencia, laudo o acuerdo, que 
habrá de justificar documentalmente. 

También se podrá oponer la caducidad de la acción ejecutiva, y los pactos y 
transacciones que se hubiesen convenido para evitar la ejecución, siempre que dichos 
pactos y transacciones consten en documento público. 
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2. La oposición que se formule en los casos del apartado anterior no suspenderá el 
curso de la ejecución. 

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando la ejecución se haya 
despachado en virtud del auto a que se refiere el número 8º del apartado 2 del artículo 
517, una vez el Secretario judicial haya tenido por formulada oposición a la ejecución, 
en la misma resolución ordenará la suspensión de ésta. Esta oposición podrá fundarse 
en cualquiera de las causas previstas en el artículo siguiente y en las que se expresan a 
continuación: 

1.ª Culpa exclusiva de la víctima. 
2.ª Fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo. 
3.ª Concurrencia de culpas. 

Artículo 559. Sustanciación y resolución de la oposición por defectos 
procesales. 

1. El ejecutado podrá también oponerse a la ejecución alegando los defectos 
siguientes: 

1.º Carecer el ejecutado del carácter o representación con que se le demanda. 

2.º Falta de capacidad o de representación del ejecutante o no acreditar el carácter 
o representación con que demanda. 

3.º Nulidad radical del despacho de la ejecución por no contener la sentencia o el 
laudo arbitral pronunciamientos de condena, o por no cumplir el documento presentado, 
el laudo o el acuerdo de mediación los requisitos legales exigidos para llevar 
aparejada ejecución, o por infracción, al despacharse ejecución, de lo dispuesto en el 
artículo 520. 

4.º Si el título ejecutivo fuera un laudo arbitral no protocolizado notarialmente, la 
falta de autenticidad de éste. 

2. Cuando la oposición del ejecutado se fundare, exclusivamente o junto con otros 
motivos o causas, en defectos procesales, el ejecutante podrá formular alegaciones 
sobre éstos, en el plazo de cinco días. Si el tribunal entendiere que el defecto es 
subsanable, concederá mediante providencia al ejecutante un plazo de diez días para 
subsanarlo. 

Cuando el defecto o falta no sea subsanable o no se subsanare dentro de este plazo, 
se dictará auto dejando sin efecto la ejecución despachada, con imposición de las costas 
al ejecutante. Si el tribunal no apreciase la existencia de los defectos procesales a que 
se limite la oposición, dictará auto desestimándola y mandando seguir la ejecución 
adelante, e impondrá al ejecutado las costas de la oposición. 

Artículo 576. Intereses de la mora procesal. 

1. Desde que fuere dictada en primera instancia, toda sentencia o resolución que 
condene al pago de una cantidad de dinero líquida determinará, en favor del acreedor, 
el devengo de un interés anual igual al del interés legal del dinero incrementado en dos 
puntos o el que corresponda por pacto de las partes o por disposición especial de la ley. 

2. En los casos de revocación parcial, el tribunal resolverá sobre los intereses de 
demora procesal conforme a su prudente arbitrio, razonándolo al efecto. 

3. Lo establecido en los anteriores apartados será de aplicación a todo tipo de 
resoluciones judiciales de cualquier orden jurisdiccional, los laudos arbitrales y los 
acuerdos de mediación que impongan el pago de cantidad líquida, salvo las 
especialidades legalmente previstas para las Haciendas Públicas. 
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Artículo 580. Casos en que no procede el requerimiento de pago. 

Cuando el título ejecutivo consista en resoluciones del secretario judicial, 
resoluciones judiciales o arbitrales o que aprueben transacciones o convenios 
alcanzados dentro del proceso, o acuerdos de mediación, que obliguen a entregar 
cantidades determinadas de dinero, no será necesario requerir de pago al ejecutado 
para proceder al embargo de sus bienes. 

Artículo 770. Procedimiento. 

Las demandas de separación y divorcio, salvo las previstas en el artículo 777, las de 
nulidad del matrimonio y las demás que se formulen al amparo del título IV del libro I 
del Código Civil, se sustanciarán por los trámites del juicio verbal, conforme a lo 
establecido en el capítulo I de este título, y con sujeción, además, a las siguientes 
reglas: 

1.ª A la demanda deberá acompañarse la certificación de la inscripción del 
matrimonio y, en su caso, las de inscripción de nacimiento de los hijos en el Registro 
Civil, así como los documentos en que el cónyuge funde su derecho. Si se solicitaran 
medidas de carácter patrimonial, el actor deberá aportar los documentos de que 
disponga que permitan evaluar la situación económica de los cónyuges y, en su caso, de 
los hijos, tales como declaraciones tributarias, nóminas, certificaciones bancarias, títulos 
de propiedad o certificaciones registrales. 

2.ª La reconvención se propondrá con la contestación a la demanda. El actor 
dispondrá de 10 días para contestarla. 

Sólo se admitirá la reconvención: 

a) Cuando se funde en alguna de las causas que puedan dar lugar a la nulidad del 
matrimonio. 

b) Cuando el cónyuge demandado de separación o de nulidad pretenda el divorcio. 

c) Cuando el cónyuge demandado de nulidad pretenda la separación. 

d) Cuando el cónyuge demandado pretenda la adopción de medidas definitivas, que 
no hubieran sido solicitadas en la demanda, y sobre las que el tribunal no deba 
pronunciarse de oficio. 

3.ª A la vista deberán concurrir las partes por sí mismas, con apercibimiento de que 
su incomparecencia sin causa justificada podrá determinar que se consideren admitidos 
los hechos alegados por la parte que comparezca para fundamentar sus peticiones 
sobre medidas definitivas de carácter patrimonial. También será obligatoria la presencia 
de los abogados respectivos. 

4.ª Las pruebas que no puedan practicarse en el acto de la vista se practicarán 
dentro del plazo que el Tribunal señale, que no podrá exceder de treinta días. 

Durante este plazo, el Tribunal podrá acordar de oficio las pruebas que estime 
necesarias para comprobar la concurrencia de las circunstancias en cada caso exigidas 
por el Código Civil para decretar la nulidad, separación o divorcio, así como las que se 
refieran a hechos de los que dependan los pronunciamientos sobre medidas que afecten 
a los hijos menores o incapacitados, de acuerdo con la legislación civil aplicable. Si el 
procedimiento fuere contencioso y se estime necesario de oficio o a petición del fiscal, 
partes o miembros del equipo técnico judicial o del propio menor, se oirá a los hijos 
menores o incapacitados si tuviesen suficiente juicio y, en todo caso, a los mayores de 
doce años. 
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En las exploraciones de menores en los procedimientos civiles se garantizará por el 
Juez que el menor pueda ser oído en condiciones idóneas para la salvaguarda de sus 
intereses, sin interferencias de otras personas y, recabando excepcionalmente el auxilio 
de especialistas cuando ello sea necesario. 

5.ª En cualquier momento del proceso, concurriendo los requisitos señalados en el 
artículo 777, las partes podrán solicitar que continúe el procedimiento por los trámites 
que se establecen en dicho artículo. 

6.ª En los procesos que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos 
menores o sobre alimentos reclamados en nombre de los hijos menores, para la 
adopción de las medidas cautelares que sean adecuadas a dichos procesos se seguirán 
los trámites establecidos en esta Ley para la adopción de medidas previas, simultáneas 
o definitivas en los procesos de nulidad, separación o divorcio. 

7.ª Las partes de común acuerdo podrán solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el artículo 19.4 de esta Ley, para someterse a 
mediación. 

Artículo 777. Separación o divorcio solicitados de mutuo acuerdo o por uno de 
los cónyuges con el consentimiento del otro. 

1. Las peticiones de separación o divorcio presentadas de común acuerdo por ambos 
cónyuges o por uno con el consentimiento del otro se tramitarán por el procedimiento 
establecido en el presente artículo. 

2. Al escrito por el que se promueva el procedimiento deberá acompañarse la 
certificación de la inscripción del matrimonio y, en su caso, las de inscripción de 
nacimiento de los hijos en el Registro Civil, así como la propuesta de convenio regulador 
conforme a lo establecido en la legislación civil y el documento o documentos en que el 
cónyuge o cónyuges funden su derecho, incluyendo, en su caso, el acuerdo final 
alcanzado en el procedimiento de mediación familiar. Si algún hecho relevante no 
pudiera ser probado mediante documentos, en el mismo escrito se propondrá la prueba 
de que los cónyuges quieran valerse para acreditarlo. 

3. Admitida la solicitud de separación o divorcio, el Secretario judicial citará a los 
cónyuges, dentro de los tres días siguientes, para que se ratifiquen por separado en su 
petición. Si ésta no fuera ratificada por alguno de los cónyuges, el Secretario judicial 
acordará de inmediato el archivo de las actuaciones, quedando a salvo el derecho de los 
cónyuges a promover la separación o el divorcio conforme a lo dispuesto en el artículo 
770. Contra esta resolución del Secretario judicial podrá interponerse recurso directo de 
revisión ante el Tribunal. 

4. Ratificada por ambos cónyuges la solicitud, si la documentación aportada fuera 
insuficiente, el Juez o el Secretario judicial que fuere competente concederá a los 
solicitantes un plazo de diez días para que la completen. Durante este plazo se 
practicará, en su caso, la prueba que los cónyuges hubieren propuesto y la demás que 
el tribunal considere necesaria para acreditar la concurrencia de las circunstancias en 
cada caso exigidas por el Código Civil y para apreciar la procedencia de aprobar la 
propuesta de convenio regulador. 

5. Si hubiera hijos menores o incapacitados, el Tribunal recabará informe del 
Ministerio Fiscal sobre los términos del convenio relativos a los hijos y oirá a los 
menores si tuvieran suficiente juicio cuando se estime necesario de oficio o a petición 
del Fiscal, partes o miembros del Equipo Técnico Judicial o del propio menor. Estas 
actuaciones se practicarán durante el plazo a que se refiere el apartado anterior o, si 
éste no se hubiera abierto, en el plazo de cinco días. 

6. Cumplido lo dispuesto en los dos apartados anteriores o, si no fuera necesario, 
inmediatamente después de la ratificación de los cónyuges, el tribunal dictará sentencia 
concediendo o denegando la separación o el divorcio y pronunciándose, en su caso, 
sobre el convenio regulador. 
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7. Concedida la separación o el divorcio, si la sentencia no aprobase en todo o en 
parte el convenio regulador propuesto, se concederá a las partes un plazo de diez días 
para proponer nuevo convenio, limitado, en su caso, a los puntos que no hayan sido 
aprobados por el tribunal. Presentada la propuesta o transcurrido el plazo concedido sin 
hacerlo, el tribunal dictará auto dentro del tercer día, resolviendo lo procedente. 

8. La sentencia que deniegue la separación o el divorcio y el auto que acuerde 
alguna medida que se aparte de los términos del convenio propuesto por los cónyuges 
podrán ser recurridos en apelación. El recurso contra el auto que decida sobre las 
medidas no suspenderá la eficacia de éstas, ni afectará a la firmeza de la sentencia 
relativa a la separación o al divorcio. 

La sentencia o el auto que aprueben en su totalidad la propuesta de convenio sólo 
podrán ser recurridos, en interés de los hijos menores o incapacitados, por el Ministerio 
Fiscal. 

9. La modificación del convenio regulador o de las medidas acordadas por el tribunal 
en los procedimientos a que se refiere este artículo se sustanciará conforme a lo 
dispuesto en el mismo cuando se solicite por ambos cónyuges de común acuerdo o por 
uno con el consentimiento del otro y con propuesta de nuevo convenio regulador. En 
otro caso, se estará a lo dispuesto en el artículo 775. 

10. Si la competencia fuera del Secretario judicial por no existir hijos menores no 
emancipados o con la capacidad modificada judicialmente que dependan de sus 
progenitores, inmediatamente después de la ratificación de los cónyuges ante el 
Secretario judicial, este dictará decreto pronunciándose, sobre el convenio regulador. 

El decreto que formalice la propuesta del convenio regulador declarará la separación 
o divorcio de los cónyuges. 

Si considerase que, a su juicio, alguno de los acuerdos del convenio pudiera ser 
dañoso o gravemente perjudicial para uno de los cónyuges o para los hijos mayores o 
menores emancipados afectados, lo advertirá a los otorgantes y dará por terminado el 
procedimiento. En este caso, los cónyuges sólo podrán acudir ante el Juez para la 
aprobación de la propuesta de convenio regulador. 

El decreto no será recurrible. 

La modificación del convenio regulador formalizada por el Secretario judicial se 
sustanciará conforme a lo dispuesto en este artículo cuando concurran los requisitos 
necesarios para ello. 

Artículo 778 quinquies (Extracto) Procedimiento (para la restitución o retorno 
en caso de sustracción internacional de menores). 

12. En cualquier momento del proceso, ambas partes podrán solicitar la suspensión 
del mismo de conformidad con lo previsto en el artículo 19.4, para someterse a 
mediación. También el Juez podrá en cualquier momento, de oficio o a petición de 
cualquiera de las partes, proponer una solución de mediación si, atendiendo a las 
circunstancias concurrentes, estima posible que lleguen a un acuerdo, sin que ello deba 
suponer un retraso injustificado del proceso. En tales casos, el Secretario judicial 
acordará la suspensión por el tiempo necesario para tramitar la mediación. La Entidad 
Publica que tenga las funciones de protección del menor puede intervenir como 
mediadora si así se solicitase de oficio, por las partes o por el Ministerio Fiscal. 

La duración del procedimiento de mediación será lo más breve posible y sus 
actuaciones se concentrarán en el mínimo número de sesiones, sin que en ningún caso 
pueda la suspensión del proceso para mediación exceder del plazo legalmente previsto 
en este Capítulo. 
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El procedimiento judicial se reanudará si lo solicita cualquiera de las partes o, en 
caso de alcanzarse un acuerdo en la mediación, que deberá ser aprobado por el Juez 
teniendo en cuenta la normativa vigente y el interés superior del niño. 

13. En la ejecución de la sentencia en la que se acuerde la restitución del menor o 
su retorno al Estado de procedencia, la Autoridad Central prestará la necesaria 
asistencia al Juzgado para garantizar que se realice sin peligro, adoptando en cada caso 
las medidas administrativas precisas. 

Si el progenitor que hubiera sido condenado a la restitución del menor o a su 
retorno se opusiere, impidiera u obstaculizara su cumplimiento, el Juez deberá adoptar 
las medidas necesarias para la ejecución de la sentencia de forma inmediata, pudiendo 
ayudarse de la asistencia de los servicios sociales y de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad. 

 


